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Mendigos (¡sociales y jueces irracionales. Una sentencia jerarquizante en
los años de plomo argentinos (1976-1983)

El párrafo que a continuación se citará no fue escrito en tiempos del
nazismo histórico, aunque ha sido dicho en un contexto vernaculo. en el cual
ciertas metodologías de poder. no tenian. en verdad, nada que envidiarle
a aque’l.
Así. en un fallo dictado por la Camara Nacional de Apelaciones en lo

Criminal y Correccional‘ sala V, del IS/ll/l978, in re MINERVINU. H .O..
uno de los magistrados intervinientes, el Dr. Scimé, se ha expresado del si-

guiente modo: "El mendigo es en realidad un para'sito social que xe lo sue-

le caracterizar con la exprexio'n de 'asocial
'

o como 'moleslo para la comu-

nidad '. pero que por regla general puede ser distinguido de los 'peligrosox'
y formula sus demanda: de limosna 'por el amor de Dios' o explotando cual-

quier defeclo o habilidad. a lo que finalmente se habiuío. La propina por cl

contrario e: para el hombre que trabaja, sea desempeñando labores fijas u

ocaxionales, en virtud de las cuales recibe esa gratificación voluntaria; tal
el caso de los recolectores de residuox. a fin de año" '.

Sobre el jurista lhering

“...Hace algunos años leí en La Nación (30/9/l927) un artícqu de

Segismundo Munz, sobre el humor liberal de Bixmark. Pero en realidad, más

trataba de lhering que de Bismark. Refiere Munz un episodio que pinta muy

bien el carácter y la conciencia que tenía de su propio valer el profesor de

Giessen (luego de Gotlingen y de Heildelberg).
'

Con motivo de la entrega del título Honoris Causa a Bismark

—encargo que cumplió lhering por disposición de la Universidad de

' LL |979-A-463 y ss.. cspecialmcnle p. 467. destacados cn el original.
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Gottingen—. el gran canciller. después de leer el académico documento

redactado por Ihering en el mejor latín. creyendo honrar al autor del Espí-
riru del derecho romana. le llamó “colega”. ¿Colega'? Le respondió casi

indignado lhering. ¡No!¡Su excelencia es solamente doctor honoris causa y

yo soy profesor!
El secretario de Bismark. Rottemburg. allí presente. recordaba años

después. que hasta ese momento no había visto nunca confuso a Bismark.

pero que en esa ocasión lo vio. lhering. entonces, con una sonrisa le devol-

vió la tranquilidad a Bismark. diciéndole: En lo jurídico estoy más alto que
usted. pero en otro aspecto es usted una torre, y lo es en la ciencia y arte del

gobierno y del Estado (por BIELSA, Rafael. "Jurídicas y sociales", Revista

Universitaria. mayo-junio ¡936).

El art. 14 de la Constitución santiagueña: un triste ejemplo

de la coincidencia entre la formalidad constitucional

y su materialidad

El l de abril de 2004 el Congreso de la Nación dictó la ley 25.88I 3

mediante la cual se declaró intervenida la provincia de Santiago del Estero

para garantizar la forma republicana de gobierno disponiendo la inmediata

caducidad de los mandatos del Poder Ejecutivo y de los miembros del Po-

der Legislativo, y declarando en comisión a los miembros del Poder Judi-

cial._Por su parte‘ el Poder Ejecutivo Nacional en cumplimiento del art. 2°

de la antedicha ley dictó. cn la misma fecha. el decreto 392/2004 3. Asisti-

mos así a la realización de actos cuyo contenido esencialmente político es-

tará presente en el derrotero del efectivo ejercicio de Ia mentada interven-

ción. lndicar lo contrario es negar el caracter de las relaciones que dan lu-

gar a actos de tal naturaleza.

Así las cosas, la provincia de Santiago del Estero autodeclarada “pre-
cursora del federalismo argenlino y de la organización nacional" 4 encuen-

tra en su Constitución 5 un an. l4 que llama poderosamente la atención' en

tanto señala que:
"En msn de inren'cnrión del Gobierno federal, [0x ac'ms que su re-

presentante practique deberán ser exclusivamente adminisrralivm‘. Serán

3 BO 214/2004.

-‘ BO 2/4/2004.

4 Preámbulo de la Constitucion Sanluagueña.
5 BO 2‘)/l2/l‘)‘)7 (edicion extraordinaria)
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válidos para la Provincia si hubieran sido realizados de acuerdo con loprevisto por esta Constitución _\' las leves de la Provincia. Sus funcio-nes deberán lintitarse a garantizar la forma republicana de gobierno, repe-ler invasiones exteriores o sostener o restablecer las autoridades constitui-das si hubiesen sido depuestas por la sedicion o por invasión exterior En
ningún caso podra' comprometer el patrimonio presente o futura de la Pro-
vincia. Los magistrados. funcionarios _\' empleados nombrados por la inter-
vención federal cesan automaticamente al asumir las autoridades eleclas.salvo confirmación o nuevo nombramiento de éstas. Los sueldos retribucio-
nes. compensaciones. viáticos y demás adicionales del interventor federal.
ministros. secretarios de Estado, subsecretarios y funcionarios no

escalafonados designados por aquél. no serán abonados con fondos pro-
vinciales

Ahora podemos preguntarnos si la idea dc que una intervención fede-
ml pueda limitar su actuación a lo meramente administrativo es el ejercicio
cumbre de la tradición constitucional positivista argentina o la muestra de
una rivalidad histórica no resuelta que niega las bases que deben proferirse
para que las declaraciones. derechos y garantías sean algo más que el fruto
del ejercicio de la demagogia.

‘

El habitante de la Nación argentina está acostumbrado. en materia
constitucional, a incesantes discordancias entre la formalidad de lo escrito

y el devenir material. lnsólitamente asistimos a un ejemplo en el cual ve-

rificamos una relación de continuidad entre dichas perspectivas: cl
federalismo no se consagró aún como fórmula superadora de las circuns-
tancias históricas que prohijaron la Constitución Nacional de l853/60 en

pos de la unión nacional. La realidad así lo muestra. la Constitución

santiagueña lo confirma.

¿Corte Suprema visionaria o Ferrajoli copión?

En una sentencia pronunciada el día 28/4/l97l, in re “Pedro_Toribio
Guzmán v. Provincia de Entre Ríos". la Corte Suprema de JustÍCIa de la

Nación ha manifestado lo siguiente:
“la doctrina de la Corte acerca de la renunciabilia'ad de las garan-

tías constitucionales está referida a las que amparan derechos de content-

do patrimonial, y no a aquellas instituidas en resguardo deotros derechos,

como son los vinculados con el estatuto personal de la libertad 6.

" Fallos 279228].
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Más de veinte años después, en la bellísima Italia. Luigi Ferrajoli se

ha expresado del siguiente modo:

“Los derechos fundamentales son derechos indisponibles, inalienables,
inviolables‘ inlransigibles. personalisimos. En cambio, los derechos patrimo-
niales —de la propiedad privada a los derechos de crédito—— son derechos

disponibles por naturaleza. negociables y alienables. Éstos se acumulan.

aquéllos permanecen invariables" 7.

En ambos casos, la pregunta que se impone es la siguiente: ¿si los

derechos no son disponibles por su titular. por quién son‘disponibles en

consecuencia? Y si no son disponibles por nadie, ¿son derechos u obliga-
ciones'?, o peor aún, ¿concesiones graciosas del príncipe?

¿Constitucionalismo social en 1815, cláusula del progreso encubierta

ordeberes positivos de actuación para los ciudadanos?

Suele sostenerse que la primigenia consagración normativa de los

principios que informan al llamado “constitucionalismo social" se produjo
con las constituciones de Querétaro (México. l9l7) y Weimar (Alema-
nia, l9l9l.

Sin ingresar en la veracidad o falsedad de tales afirmaciones, como

así tampoco en la génesis del ideario que barrunta tal corriente de pensa-

miento, nuestro proceso constituyente decimonónico tiene algo que decir al

respecto.
En efecto. uno de los primeros intentos (frustrados) que en materia de

organización constitucional tuvo nuestro país, esto es, el denominado Esta—

tuto provisional para la dirección y administración del Estado, dado por la

Junta de Observación en l8l5. contenía en su plexo algunas cláusulas cu-

riosas para tal época histórica.

Dentro de la sección primera: “Del hombre en sociedad", encontramos

que. su capítulo Vll: "Deberes del cuerpo social", postulaba lo siguiente:
“Artículo l: El cuerpo social debe garantir y afianzar el goce de los.

derechos del hombre.

ll. Aliviar la miseria _vdesgracia de los Ciudadanas. proporcionando/cs
los medias de prosperar é instruirse.

7 C lr. Drrm'lms y gurunlíus. Lu ley del ¡mis débil, (md. Lll.‘Pericch Andres Ibañez y otros. TroutL

Madrid. ¡999. ps. 47 y ss.
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lll. Toda disposicion. ó Estatuto contrario a los principios establecidos
en los artículos anteriores. será de ningun efecto" h'.

El punto ll de lal artículo obliga claramente a arbitrar todas las accio-
nes positivas necesarias para posibilitar que la persona human‘a acceda a un

mínimo de prestaciones basicas que lc permitan subsistir y crecer.

Dado que el nombre del capítulo se refiere a “Deberes del cuerpo so-

cial". nos queda la duda si además de consagrar un deber positivo en cabe-

za de los ciudadanos. también tal clausula. y, en especial. las obligaciones
que de allí emanan. pueden ser extendidas al propio Estado. El punto lll

pareciera abonar, apriorísticamente, esta última hipótesis.
Por tanto. ¿nos hallamos ante un deber positivo de actuación: un ver-

dadero antecedente del constitucionalismo social que obliga al Estado a ar-

bitmr dichos medios de subsistencia o ante una fuente de la llamada cláusu-

la del progreso?
Más que un ¿La subía? el interrogante precedente pareciera coronarse

como un verdadero programa de investigación histórica.

" El (ello completo del Blalulo en SAMI'AY. Arturo E.. las ('IIILTIÍIIIL'ÍUHCJde lu ArgenlinutIRIa;
¡977) Eudeba. Buenos Aires. l975. p. 2|]. deslacado agregado. Aclammos. pues. quc lrnnscnblmos c

unicqu citado sin realiur ninguna modificación onográfica.


